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LAS JUNTAS GENERALES DE ÁLAVA EN LA EDAD 
MODERNA

Antonio Bombín Pérez

Los hombres: evolución y entorno

Los logros políticos alcanzados por la Monarquía de los Reyes 
Católicos se tradujeron en todos sus reinos y provincias en una 
oleada general de crecimiento en los aspectos económico y social. 
La población de la provincia manifestó una clara evolución alcista, al 
menos en la primera mitad del siglo XVI. Los datos a los que hacemos 
referencia tienen básicamente dos fuentes: Crecimiento económico y 
transformaciones sociales del País Vasco (1100–1850), de Emiliano 
Fernández de Pinedo, y la Historia Civil, de Landázuri. 

Según la primera obra, en 1525 Álava tendría 13.802 vecinos, 
es decir, unos 62.109 habitantes (utilizando el 4,5 como índice 
multiplicador). Dos años después el «acopiamiento» de 1527 nos da 
3.513 fogueras fiscales, lo que nos daría 14.052 pagadores o vecinos y 
63.234 habitantes. Hay que indicar que tanto en 1525 como en 1527 
y también en 1557 se incluye el valle de Orozco con 1.216 vecinos. 
En 1557 nos encontramos con 15.685 vecinos, es decir, unos 70.582 
habitantes, lo que nos habla de un crecimiento espectacular de la 
población en la época correspondiente al reinado de Carlos I. 

Pero a partir de aquí las cifras no son ya tan halagüeñas; la peste de 
1564–1568, procedente del valle del Ebro y ligada al comercio, se 
cebó notablemente en la provincia e inició el cambio de su tendencia 
demográfica. Para 1583 Fdz. de Pinedo nos da la cifra de 13.918 
vecinos (62.631 habitantes), mientras que Landázuri nos indica que 
en el mismo año las 53 Hermandades arrojaban un total de 13.479,5 
habitantes pagadores, es decir, unos 60.658 habitantes más los que 
a efectos fiscales fuesen computados como pobres. En ambos casos 
se trata, sin duda, de un descenso importantísimo en relación con 
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el año 1557, pero en realidad lo es menor si consideramos que, por 
separación del valle de Orozco, sus aproximadamente 1.216 vecinos 
ya no aparecen en los datos de 1583, por lo que el descenso, aunque 
importante, no resulta ya espectacular. 

A finales del siglo XVI y comienzos del XVII (1596–1602) la peste, 
que azotó a casi toda Castilla, llegó también a la provincia; procedía 
de los Países Bajos y entró por Santander, desde donde se desplazó al 
resto del reino de Castilla en conexión con el tráfico de personas y 
mercancías. En Álava su virulencia fue mayor entre los años 1599 y 
1601, pero no sabemos sus efectos demográficos por la lejanía temporal 
de otros recuentos. Para 1627, Landázuri recoge de los acuerdos de 
juntas la cifra global de 14.000 vecinos o pagadores (unos 63.000 
habitantes), dato que parece a todas luces abultado, dada la crisis 
demográfica general de la primera mitad del siglo XVII. Y lo parece 
aún más si se compara con otro dato que el mismo autor recoge de los 
acuerdos de juntas de 1632, que da, también en términos generales, la 
cifra global de 8.500 vecinos (unos 38.250 habitantes); es posible que 
esta última cifra esté más próxima a la realidad que la anterior, pero 
parece evidente que, a su vez, es demasiado baja. 

Para el año 1683 los datos de Fernández de Pinedo y de Landázuri 
son bastante semejantes: 10.934 vecinos frente a 10.945,5 pagadores. 
Estos datos nos hablan de la profunda crisis por la que atraviesa la 
provincia en el siglo XVII. Según los datos de Fdz. de Pinedo, en 
1724 se pone ya de manifiesto que se está iniciando la recuperación: 
11.568 vecinos (52.056 habitantes). En cambio, Landázuri atribuye 
sólo 9.969 pagadores a esa fecha según el acoplamiento, aunque a 
esta cifra habría que añadir un pequeño porcentaje, variable según las 
ocasiones, de vecinos pobres. 

Para el resto del siglo XVIII los datos son ya más abundantes, 
refiriéndose así a períodos más cortos: en ellos se manifiesta 
plenamente la recuperación y el crecimiento general de la población 
durante el siglo. Así vemos que el censo de 1747 nos proporciona la 
cifra de 11.523 vecinos (51.853 habitantes); el de 1768, la de 12.152 
(54.684 habitantes); el de 1789, la cifra de 15.107 vecinos (67.981 

habitantes); y el correspondiente al año 1800, la de 15.406 vecinos, 
es decir, 69.327 habitantes.

Nos encontramos, por tanto, ante dos siglos de crecimiento de 
población (el XVI y el XVIII), separados por otro de un profundo 
descenso (el XVII). Esta crisis fue tan importante que las cifras 
de población de 1557 no volvieron a recuperarse hasta finales del 
siglo XVIII (y en realidad son aún levemente más bajas). Por la 
espectacularidad de su crecimiento, habría que emparejar los dos 
reinados más positivos demográficamente para la provincia: el de 
Carlos I en el siglo XVI y el de Carlos III en el siglo XVIII. 

En cuanto al territorio, puede decirse que para el año 1502 básicamente 
se había completado ya la formación de la provincia y su territorio 
apenas sufriría variaciones en el futuro. Entre finales del siglo XV y 
comienzos del siglo XVI se incorporaron las Hermandades de Bernedo 
Estavillo, Belloin, Berantevilla y Labraza. La unión más tardía (y 
sólo temporal) fue la del valle de Orozco. Parece que ésta se llevó 
a cabo entre 1505 y 1515. En 1537 quedó incorporado a la cuadrilla 
de Ayala, pero los intentos de separación comenzaron pronto, hacia 
1553, protagonizados por ciudadanos particulares, probablemente por 
motivos de tipo fiscal. La decisión de separación oficial fue tomada 
por el Consejo de Castilla en 1558, que declaró el valle de Orozco 
unido al Señorío de Vizcaya, confirmándose esta decisión en 1568. 

Las Juntas Generales: sus competencias

a) Nivel local: las Hermandades
La constitución legal por la que se rigió la provincia de Álava 
durante toda la época moderna se basa en las llamadas «Leyes y 
Ordenanzas». Los principales hitos en su elaboración son los 
siguientes: la primera recopilación legal conocida es la de 1417; se 
trata de un Real Privilegio otorgado por la Corona a la provincia 
durante la minoría de edad de Juan II, que contiene las 34 Ordenanzas 
por las que se gobernaría Álava; el documento fue firmado por la 
madre del rey, Doña Catalina de Lancáster, en Valladolid en 1417. 
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Con pequeñas modificaciones, estas Ordenanzas fueron confirmadas 

por Enrique IV en Madrid en 1458. Considerando, sin embargo, el 

propio monarca que era preciso realizar una profunda reforma en las 

Ordenanzas existentes, nombró una comisión que debía encargarse 

de la elaboración y redacción de un nuevo texto; el artífice de la 

obra fue Pedro Alonso de Valdivielso que la había concluido en 

1463; la nueva redacción consta de 60 títulos y constituye lo que 

conocemos con el nombre de «Cuaderno de Leyes y Ordenanzas con 

que se gobierna la M.N. y M.L. Provincia de Álava».

Los Reyes Católicos ratificaron estas Ordenanzas en 1488 y Carlos V 

en Valladolid en 1535. Poco después, para dar respuesta a las quejas 

de los alcaldes de Hermandad sobre los abusos de la justicia señorial, 

el emperador firmó una Real Provisión decretando su exención de la 

jurisdicción señorial e indicando por quiénes deberían ser juzgados 

en caso necesario: por el Diputado General, las Juntas Generales o la 

Chancillería de Valladolid. 

En la base del gobierno de la provincia hay que situar a las 

Hermandades, surgidas éstas en época medieval. Su origen está 

relacionado con el deseo de aunar los esfuerzos de los hombres libres 

de las diversas villas, pueblos y lugares para defenderse de las tropelías 

de los poderosos y para luchar contra todo tipo de bandolerismo 

implantando la justicia («En aumento de la justicia contra malhechores»). 

Su origen se ha visto ya en los artículos anteriores. Las Ordenanzas 

de las Hermandades eran una especie de Código Penal que tipificaba 

cuidadosamente las penas previstas para los diversos delitos o «casos 

de Hermandad», los más importantes de los cuales eran: hurto, robo, 

incendio, allanamiento de morada y crimen, así como la jurisdicción 

de cada hermandad, los métodos para entregar los delincuentes de 

una a otra, etc. En cambio, no estaban tan claras las normas relativas 

a su gobierno, por lo que de ordinario se regían por la costumbre o 

por los acuerdos de las Juntas Generales. 

En la provincia existían 53 Hermandades, agrupadas en seis 

cuadrillas, con un número irregular de miembros en cada una de 

ellas. Las cabezas de cuadrilla eran Vitoria, Salvatierra, Laguardia, 

Ayala, Zuya y Mendoza. En general, el gobierno de las Hermandades 

era semejante al de un municipio; tenían un alcalde, elegian uno 

o dos procuradores que llevaban la representación a las Juntas 

Generales, dos regidores, etc.; una vez elegidos estos cargos, debían 

ser ratificados en el plazo de 15 días por el Diputado General. 

Existían, sin embargo, diferencias: en las tierras de señorío, que 

comprendían ya una gran parte de la provincia, había, además del 

alcalde de Hermandad, un alcalde mayor nombrado por el señor para 

ejercer la jurisdicción señorial. Precisamente a los roces de estas dos 

justicias se refiere la Real Provisión de Carlos V (1537) a que antes 

aludíamos. Además, a veces en una misma Hermandad había dos 

alcaldes ordinarios, mientras que otras veces el mismo / alcalde regía 

dos o más Hermandades. Existían en total 75 alcaldes de Hermandad 

y poseían dos alcaldes las Hermandades de Cuartango, Zuya, Vitoria, 

Ayala, Arífíez, Iruña y la Ribera. 

b) Nivel Provincial

El gobierno central de la provincia estaba encarnado en las Juntas 

Generales, la junta Particular y el Diputado General. 

b.1) Las Juntas Generales 

Estaban compuestas por los procuradores designados a este fin 

por las Hermandades; en el siglo XVI todas las Hermandades 

enviaban sus procuradores, pero en los siglos XVII y XVIII algunas 

Hermandades dejaron de hacerlo y sólo 37 Hermandades enviaban 

sus procuradores. Formaban, asimismo, parte de las Juntas Generales 

el Diputado General, el tesorero de la provincia, los dos escribanos 

(al principio sólo existía uno cedido por la provincia de entre sus 

numerales; más tarde serían dos, elegidos, como los comisarios, uno 

por la ciudad y villas y otro por las tierras esparsas); y, finalmente, los 

alcaldes de Hermandad: en las juntas de Vitoria, los dos de la ciudad 
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y el de los caballeros hijosdalgos de Elorriaga; en las juntas 

de Mayo, los dos de Vitoria más el de la Hermandad a la que 

correspondía el pueblo. 

Según las Ordenanzas se convocaban dos veces al año en 
reunión ordinaria: una en mayo y otra en noviembre; en 
principio las de Mayo del 1 al 12 y las de Noviembre del 
11 al 25, pero durante el reinado de Felipe II se redujo su 
duración; en las de Mayo, a 4 días (del 4 al 7), celebrándose 
en ellas 8 sesiones; y en las de Noviembre, a 8 días (del 18 
al 25), celebrándose entonces 16 sesiones. Las juntas de 

Cuadrilla de ZuyaEscudo de la Provincia de Álava

Detalle de las vidrieras que decoran las puertas de determinadas estancias de la Casa Palacio de la Diputación Foral de Álava, en las que se representan los escudos de las actuales y antiguas Cuadrillas. Foto Quintas.

Cuadrilla de Laguardia–Rioja Alavesa Cuadrilla de Campezo–Montaña Alavesa

Cuadrilla de AyalaCuadrilla de Salvatierra

Cuadrilla de Añana
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Convento de San Francisco. Vista desde el claustro. En el lado derecho, ruinas del edificio en cuya 
planta baja se hallaba la Sala cedida a la Provincia en 1633 para la celebración de sus juntas. Archivo 
Municipal de Vitoria-Gasteiz–MVG–E. Guinea (GUI–IV–121.05)

Escritura de cesión de una Sala del Convento de San Francisco a las Juntas Generales para celebrar 
en ella sus reuniones. Año 1633. Archivo del Territorio Histórico de Álava. DH 958–1.
Foto Quintas.

Noviembre se celebraban siempre en la ciudad de Vitoria; las de Mayo 
en el lugar de las Hermandades elegido por los procuradores de las 
Juntas Generales de Noviembre. Cuando las juntas se celebraban en 
Vitoria, el Ayuntamiento ordenaba preparar por turno el alojamiento 
de los procuradores a las diversas calles. Las sesiones se celebraban, 
hasta 1507, en la cámara del Hospital de la plaza (Santiago); entre 
1507 y 1510, en casa del Diputado General; posteriormente, durante 
el siglo XVI, fue frecuente la reunión en la portería del convento de 
San Francisco y, más tarde, en el Ayuntamiento de la ciudad. A partir 
de 1633 las reuniones se celebraron en la sala construida para este fin 
en el convento de San Francisco por acuerdo con la provincia; la sala 
sirvió también de archivo y armería. 

b.2) La Junta Particular 
Constituía ésta una especie de Diputación que actuaba en caso 
necesario en los intervalos entre las Juntas Generales. Cuando se 
presentaba algún caso urgente, generalmente ocasionado por una 
petición u orden real, el Diputado General convocaba en la ciudad 
de Vitoria a los componentes de la Junta Particular. Estos eran los 

dos comisarios y cuatro diputados, elegidos por mayoría de votos en 
las juntas de Noviembre. Los dos comisarios habían sido la máxima 
autoridad en la provincia hasta la aparición de la figura del juez 
ejecutor y Diputado General (1476). En las Ordenanzas de 1476 (la 
7ª) se determinaba que uno de los comisarios fuese nombrado de la 
ciudad y villas y el otro de las «tierras esparsas» de la Hermandad. 
Pero a partir de 1581 se acordó que uno de los dos comisarios fuese 
siempre elegido por la ciudad, a pesar de la oposición de la villa de 
Salvatierra; y en 1703 se acordó, finalmente, que uno de cada doce 
años tendría la comisiatura la villa de Salvatierra. Así pues, a partir 
de 1581 uno de los comisarios sería de Vitoria, y el otro y los cinco 
diputados de las cinco cuadrillas de Salvatierra, Ayala, Laguardia, 
Zuya y Mendoza, uno de cada una. 

Cuando el asunto era de cierta entidad y no podía resolverlo la junta 
Particular, esta expedía las convocatorias para la Junta General de 
carácter extraordinario, que debía reunirse en la ciudad. En casos de 
guerra era el Diputado General, por la urgencia del asunto, el que 
podía ordenar la convocatoria de la junta General. Esta solía reunirse 
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siempre por necesidades del real servicio, es decir, por peticiones de los 
monarcas que solían estar relacionadas por las urgentes necesidades 
ocasionadas por la guerra exterior o interior. En estas juntas 
extraordinarias sólo podían tratarse y resolverse los temas enunciados 
en las cartas de convocatoria, donde se indicaba, asimismo, la fecha 
de comienzo de la reunión. 

b.3) Ampliación de las competencias de las Juntas Generales
En principio las Juntas Generales, órgano supremo de las Hermandades, 
tendrían competencias exclusivamente para cumplir los fines para 
los que fueron creadas, es decir, mantenimiento del orden público 
y represión penal en aquellos delitos tipificados en la Ordenanza 4a 
como «casos de Hermandad». En cambio, sólo tendrían jurisdicción 
civil cuando una de las partes fuese una comunidad, pero nunca de 
oficio, sino a petición de parte. Dada la naturaleza de sus funciones, 
tenía también jurisdicción interna sobre sus miembros, es decir, 
capacidad para dictar mandamientos e imponer derramas, por ejemplo 
cuando había que realizar levas para luchar contra los malhechores o 
pagar los gastos derivados de estas fuerzas y de su armamento.

Unas competencias tan poco definidas tenderían por su propio carácter 
hacia la ampliación, contra lo que se pronunciaba expresamente la 
Ordenanza 15 que mandaba que las juntas no entendiesen sino en 
casos de Hermandad. Pero, a pesar de esta prohibición, lo cierto es 
que la historia de las Juntas Generales es la de la continua ampliación 
de sus competencias. Habiendo visto ya las que tenía en su origen, 
veamos ahora las que tendrá en la época moderna, para así comprender 
la importancia de esta ampliación: 

– Función legislativa. Siendo las Juntas Generales el máximo 
órgano de gobierno de las Hermandades de la provincia, 
la función legislativa, en caso de ejercerse, sería también 
competencia de las mismas. En efecto, la provincia disponía de su 
propia «Constitución», representada por las Ordenanzas de 1463; 
pero a medida que fueron surgiendo casos dudosos, competencias 
entre Hermandades o necesidades nuevas, las juntas hubieron de 
pronunciarse sobre ello. Son las «decisiones de juntas», que fueron 
creando jurisprudencia aplicable al territorio provincial.

Confirmación por Felipe V de un privilegio concedido por Felipe IV acerca de la exención de la 
Provincia en los repartimientos que se hicieran para las obras públicas de los Reinos de Castilla, 
teniendo que reparar ella misma sus vías de comunicación. Archivo del Territorio Histórico de Álava. 
Foto Quintas.

Cuentas originales de cartas de pago y recibo dados por Juan de Urbina, receptor de la Provincia desde 
1616 a 1642. Archivo del Territorio Histórico de Álava. Foto Quintas.
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– Función administrativa. Las funciones administrativas fueron 
creciendo sin pausa. Responsabilidad de las juntas fue determinar 
su propia organización, el procedimiento de actuación y los medios 
para hacer cumplir sus decretos. Igualmente fueron competencia 
suya cuestiones que ya existían en su origen, como el orden público, 
como otras próximas al ciudadano, asegurar los abastecimientos 
esenciales, normativa para la regulación del comercio, vigilancia 
sobre los pesos y medidas, provigilancia sobre los pesos y medidas, 
protección y fomento de las actividades productivas, etc. En 
realidad, su actividad administrativa fue amplísima, si bien 
disponían de muy pocos medios para poner en práctica los acuerdos 
de Juntas. En el siglo XVIII pondrían de manifiesto un interés 
nuevo por temas como la educación o las obras públicas. 

– Función fiscal. Álava gozaba, los mismo que Guipúzcoa y Vizcaya, 
de exención fiscal. Pero cuando la Hacienda estatal se encontraba en 
situaciones de apuro, hacía peticiones a la provincia; peticiones a las 
que, como veremos después, solía responder ésta positivamente, pero 
siempre por la vía del «donativo gracioso», es decir, que se realizaban 
aun sin tener obligación legal de hacerlo. El gasto ocasionado por 
la propia administración del territorio, o bien el derivado de estos 
donativos, se atendía por las autoridades mediante la realización 

de un repartimiento, resultado de ajustar la suma que se deseaba 
recaudar entre el número de pagadores. De ahí la utilidad de los 
«acopiamientos», que hacían los recuentos con un criterio fiscal para 
hacer frente a estos repartimientos. De esta forma, cada Hermandad 
tenía ya un número conocido de pagadores hasta que se efectuase 
el próximo recuento. Como las juntas carecían de agentes fiscales, 
una vez hecho el reparto era competencia de las Hermandades su 
ejecución; éstas, por su parte, podían realizar el pago de sus propios 
fondos o hacer una derrama vecinal.

– Función militar. Dada su condición de zona fronteriza, las provincias 
del País Vasco estaban sujetas a numerosos levantamientos 
generales para hacer frente a las invasiones francesas. Por ello sus 
Diputaciones estaban exentas de proporcionar hombres para las 
guerras exteriores, pero a cambio debían atender a la defensa de su 
territorio, entendido éste no como comunidad sino como provincia. 
En caso de peligro, las juntas decretaban la movilización de las 
milicias. Para cumplir esta función, los vecinos debían tener un 
arma en buen estado y, para comprobar este extremo, se celebraban 
con frecuencia los «alardes» dirigidos por los cabos. Pero, aparte de 
esto, en momentos de grave necesidad la Corona podía solicitar 
para las guerras exteriores el levantamiento de alguna compañía o 
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regimiento. Y, como veremos más tarde, la provincia solía responder 
con generosidad a estas peticiones.

– La justicia. Ya se ha indicado que precisamente fue ésta la causa 
principal de la aparición de las Hermandades y de las Juntas 
Generales. En primera instancia, la justicia se impartía por los 
alcaldes de Hermandad (en los «casos de Hermandad») o bien por los 
alcaldes ordinarios en los pleitos civiles, o por los alcaldes mayores 
en los lugares de señorío. En segunda instancia cabía apelación al 
Diputado General, juez máximo de la provincia en representación 
de sus Juntas Generales. En instancias superiores, había que recurrir 
a la Chancillería de Valladolid o al Consejo de Castilla, razón por 
la cual la provincia tenía en Valladolid y Madrid un agente letrado 
para llevar sus asuntos y encargarse de los pleitos.

b.4) La figura del Diputado General en la época moderna
La figura del Diputado General, la más importante en el gobierno de 
la provincia, surgió en el año 1476. En esta fecha los Reyes Católicos, 
para imponer orden en el reino y acabar con el bandolerismo en campos 
y caminos, crearon la Santa Hermandad. La Hermandad alavesa en 
su conjunto se incorporó a esta institución y a su frente se colocó un 
juez ejecutor, que al mismo tiempo era el diputado por la provincia en 
las reuniones generales de la Santa Hermandad, por lo que tomaría 
también el nombre de Diputado General. Cuando en 1498 los Reyes 
Católicos suprimieron los cargos remunerados de la institución y, entre 
ellos, el juez ejecutor, Vitoria solicitó que en Álava permaneciese dicho 
cargo, lo que consiguió por Real Provisión del mismo año. 

Sin embargo, el oficio no estuvo perfectamente regulado en su origen 
en cuanto a su nombramiento y a la duración del cargo. En efecto, 
entre 1476 y 1533 hubo sólo dos Diputados Generales. Entretanto 
había estallado la discordia entre la ciudad y la provincia sobre quién 
nombraría el Diputado General y cuál sería su duración. Finalmente 
se llegó a la concordia de 1534, confirmada por el emperador Carlos 
V en 1535: a partir de entonces el cargo sería trienal y su designación 
se haría por seis electores, tres de la provincia y tres de la ciudad; los 

de la provincia serían elegidos el día de Santa Catalina, en las Juntas 
Generales, por los procuradores asistentes; los tres de la ciudad serían: 
el procurador general y los dos regidores.

El Diputado General debería ser siempre un vecino de Vitoria, el 
que obtuviese más votos; en caso de empate, decidiría la suerte. El 
Diputado General tenía poderes políticos, como representante de 
la Diputación y del rey; era el maestre de campo de las fuerzas de 
la provincia en caso de guerra; él ostentaba el mando de las tropas 
de paso mientras permaneciesen en la provincia. Era también el 
supremo juez de Álava y ya hemos visto que su origen se centra 
en esta función judicial. Podía convocar las juntas en sesión 
extraordinaria, la Junta Particular y a los llamados «padres de la 
provincia». Velaba por el respeto de los fueros, por los intereses de 
Álava y por el cumplimiento de los acuerdos de las juntas, de lo que 
era personalmente responsable. 

Pero su autoridad estaba siempre subordinada a la de las Juntas 
Generales, teniendo la obligación de realizar lo acordado por ellas. 
Presidía las juntas y participaba en ellas en un lugar destacado con voz 
pero sin voto, en reconocimiento de esta subordinación. Y no podía 
aceptar honores, privilegios o nombramientos del gobierno central 
sin permiso de las mismas. 

Desde 1476 hasta 1800 se cumplió normalmente la duración trienal 
del cargo. Las excepciones más notables fueron las de los dos 
primeros Diputados Generales (D. Lope López de Ayala y D. Diego 
Martínez de Álava) que fueron vitalicios, y la de D. Prudencio Mª 
de Verástegui, que ostentó el cargo dos mandatos seguidos (1791–94 
y 1794–97) por la guerra contra la Convención y la consiguiente 
ocupación francesa.

 Desde el punto de vista social, los Diputados Generales eran miembros 
del patriciado urbano de Vitoria, pertenecientes al sector mercantil o 
al nobiliario. Nombres como los de los Mendoza, Aguirre, Velasco, 
Verástegui, Álava, Landázuri, Sarriá, etc., se repiten con frecuencia 

Portada del cuaderno en pergamino que contiene diferentes Reales Cédulas de Felipe IV en las que 
solicita a la provincia el servicio de gente armada  durante los años 1634–1642. Archivo del Territorio 
Histórico de Álava. DH 246–3. Foto Quintas.
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y nos hablan de la elevación social del sector de donde son extraídos 
los Diputados Generales. Además, esta especie de acaparación del 
cargo por el sector más elevado de la ciudad interesaba también a los 
grupos más modestos de comerciantes o maestros de oficio, ya que de 
esta forma y con su gran influencia podían imponerse los criterios e 
intereses de la ciudad, más atentos al comercio y a la industria, sobre 
los de las restantes Hermandades locales, netamente agrarios. 

Las relaciones con la Corona
– Donativos y servicios
– El pase foral
– Los fueros en el siglo XVIII
– La guerra con la Convención

A pesar de la exención de contribuciones directas y del servicio de 
soldados de la provincia fuera de sus fronteras, la colaboración de 
Álava a las cargas generales del Estado fue importante en proporción a 
su demografía y riqueza. La petición o concesión de estos donativos o 
servicios sería la parte más importante de las relaciones entre la provincia 
y la Corona, pero a esto habría que añadir otros temas, tales como las 
confirmaciones de los fueros hechas por los reyes, las ceremonias que se 
realizaban con ocasión del comienzo de un nuevo reinado, de las bodas 
reales, funerales, nacimiento del príncipe heredero, etc. A todo ello hay 
que añadir los ataques, o pretendidos ataques, al fuero, la guerra en el 
propio territorio y otras cuestiones diversas. 

a) Donativos y servicios
Como el reinado de los Reyes Católicos ya ha sido tratado en el 
trabajo anterior, indicaremos solamente que éstos confirmaron los 
fueros de la provincia en 1483 y en 1484 y que las Juntas Generales 
colaboraron con ellos de una manera importante fuera de sus fronteras 
provinciales al menos en tres ocasiones trascendentales: la guerra de 
Sucesión o guerra civil contra Dª Juana la Beltraneja apoyada por 
Portugal; en la conquista de Granada y en la anexión de Navarra, 
donde los alaveses se ocuparon de la conquista de Estella.

Uno de los hechos más destacables del reinado de Carlos I por sus 
repercusiones internas fue la guerra de las Comunidades de Castilla. Este 
hecho tuvo importantes derivaciones en Álava porque en la provincia 
se produjo el enfrentamiento entre los partidarios de las Comunidades, 
capitaneados por el conde de Salvatierra, y la provincia que, con su 
Diputado General Diego Martínez de Álava al frente, se mantuvo al 
lado del monarca, por lo que, tras la derrota de los comuneros, Álava y 
su ciudad de Vitoria conservaron todos sus fueros y privilegios y ganaron 
el favor real. Carlos I juró los fueros de Álava en 1524 y los confirmó en 
1535. Después de la guerra de las Comunidades no se interrumpieron los 
servicios de la provincia al emperador, generalmente relacionados con 
la defensa de Navarra o Fuenterrabía para hacer frente o prevenir los 
ataques de Francia, convertida ya en la enemiga tradicional de España. 
Así consta, por ejemplo, que se solicitaron y concedieron tales servicios 
en los años 1521 (dos veces), 1522, 1523, 1524, 1526,1530,1537,15
42,1543,1550,1551,1552 y 1553. Aunque normalmente se pidieron 
hombres para la guerra, en cuantía variable desde 500 (lo normal) hasta 
2.000 para un momento grave como la invasión francesa de Navarra, la 
provincia proporcionó también otros importantes servicios, tales como 
carretas de bueyes con sus yuntas para el transporte, acémilas, trigo y 
cebada en cantidades considerables. 

Escultura de Carlos I de España y V de Alemania en el Salón de Plenos de las Juntas Generales de 
Álava. Obra de Carlos Imbert. 2ª mitad del siglo XIX. Foto Quintas. 
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Felipe II confirma en 1560 los Fueros, Exenciones y Franquicias de Álava. Archivo del Territorio 
Histórico de Álava. DH–1405–4. Archivo fotográfico. Foto: Sormen Creativos.

Felipe III confirma en 1602 los Fueros, Privilegios, Exenciones y Franquicias de Álava. Archivo del 
Territorio Histórico de Álava. DH–1405–4. Archivo fotográfico. Foto: Sormen Creativos.

Felipe II recibió de su padre un reino totalmente moderno desde el 
punto de vista administrativo, al que el nuevo rey llevó a la cima 
de su poder tras vencer al monarca francés Enrique II. Pero estos 
éxitos exigieron como contrapartida un alto precio: España se vería 
implicada en interminables guerras en tierra y mar, lo que a la larga 
supondría el principio de la decadencia española. 

Y esta presión hubo de notarse en las peticiones que el rey hizo 
a la provincia. Las de los primeros años (1557, 1558 y 1559) 
estaban relacionadas con la guerra contra Francia, que acabó con la 
derrota francesa y con el tratado de Cateau–Cambresis (1559), que 
consagraba la hegemonía española en Europa. Felipe II confirmó los 
fueros de la provincia a su regreso a España en 1560. 

Las guerras de Religión en Francia suscitaron el apoyo del soberano 
español a la «Liga» católica frente a los hugonotes (calvinistas). 
Por ello siguieron las peticiones del monarca para prevenir la 
defensa de Fuenterrabía ante posibles ataques, en los años 1562, 
1568, 1571, 1573, 1579, 1582 y 1588. Finalmente, en 1595 la 
política intervencionista de Felipe II degeneró en guerra abierta 
contra la Francia de Enrique IV, antiguo calvinista convertido al 

catolicismo para asegurarse en el trono francés. Aunque la guerra se 
centró en la frontera de los Países Bajos, Álava recibió la petición 
de 400 soldados (cifra de hombres con la que sirvió a Felipe II en 
todas las fechas citadas) en los años 1596 y 1598. No consta, en 
cambio, la petición o el envío de alaveses para participar en hechos 
tan destacados como Lepanto, la sublevación de los moriscos de 
Granada, la incorporación de Portugal, la guerra de los Países Bajos 
o la derrota de la Invencible. La razón estriba en que tales hechos 
de armas ocurrían muy lejos de sus fronteras. Por eso, cuando tras 
el desastre de 1588 se temió el ataque inglés a las costas y puertos 
españoles, los alaveses marcharon en 1589 para colaborar en la 
defensa del puerto de Santander frente al temido ataque. 

En 1598 Felipe III sucedía a su padre e inauguraba un reinado 
eminentemente pacifista. Este monarca juró los fueros de la provincia 
en 1602. En cuanto a sus peticiones, fueron, con mucho, las más 
moderadas de los siglos XVI y XVII. Sólo en tres ocasiones recurrió 
a la provincia en petición de los 400 hombres acostumbrados: 1601, 
1609 y 1610, años en que estuvo muy Próximo el enfrentamiento 
con Francia. Pero la política pacifista del rey y del duque de Lerma: 
paz con Inglaterra (1604), paz en los Países Bajos (Tregua de los Doce 
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Años en 1609) y los matrimonios entre príncipes franco–españoles 
aseguraron la tranquilidad durante el resto del reinado. 

El reinado de Felipe IV, monarca que confirmó los fueros de Álava en 
1631 y 1644, fue el más duro para Álava, así como para el resto de la 
Monarquía. Los primeros catorce años resultaron tranquilos, pues la 
guerra estaba lejos y Francia aún no intervenía en ella abiertamente. 
Sólo en 1625 se pidió auxilio para Fuenterrabía por temor a las 
incursiones inglesas. Pero a partir de 1635, año en el que se inició la 
guerra con Francia (en el contexto general de la guerra de los Treinta 
años), las demandas se multiplicaron. En 1635 y 1636 los servicios 
fueron los ordinarios hasta entonces, de 400 hombres. En 1637 fueron 
ya 1.000 y en 1638, año del ataque francés a la frontera con el sitio 
de Fuenterrabía, las demandas fueron incesantes, contribuyendo 
Álava con 1.250 soldados y con 6.000 fanegas de trigo, aparte de los 
alojamientos, transportes, etc. Por fin, en septiembre, los franceses 
fueron derrotados perdiendo 3.000 hombres muertos y 2.000 hechos 
prisioneros, más las armas y la impedimenta. 

Soldado de infantería del s. XVII con traje a la usanza: coselete o en su lugar coleto sobre jubón de 
terciopelo rojo y botas de cuero altas, armado con espada de taza y alabarda. Procede de la Colección 
Rotonda Madrid. Hoy en el Museo de Armería de Vitoria–Gasteiz.

Felipe IV confirma en 1631 los Fueros, Privilegios, Exenciones y Franquicias de Álava. Archivo del 
Territorio Histórico de Álava. DH–1405–4. Archivo fotográfico. Foto: Sormen Creativos.

Tras este esfuerzo, podría pensarse que la presión disminuiría, pero 
no fue así. En 1639 Felipe IV pedía 400 soldados de infantería, más 
600 hombres para la escuadra de Oquendo, cuyo objetivo era abrir 
de nuevo el camino del canal para la comunicación con Flandes. 
Pero la empresa fracasó y la escuadra española sufrió una severa 
derrota en las Dunas. A partir de 1640, tras las sublevaciones de 
Cataluña y Portugal, las necesidades de la Monarquía se hicieron más 
apremiantes por la obligación de atender al triple frente de la guerra. 
Pero la provincia estaba exhausta y no podía enviar ya los hombres 
que se le pedían. Comenzó entonces un tira y afloja entre un rey, que 
necesitaba más recursos que nunca, y una provincia agotada. Pero 
los hechos eran evidentes: se habían perdido muchos hombres, por 
lo que la contribución ordinaria de la provincia hubo de rebajarse 
a 100, al tiempo que se incrementaron las exigencias financieras; 
en este sentido contribuyó en un total de cuatro ocasiones con la 
considerable suma de 27.000 ducados. Ni siquiera fue una tregua la 
paz de los Pirineos, pues subsistía la guerra con Portugal. 
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Carlos II confirma en 1680 los Fueros, Privilegios, Exenciones y Franquicias de Álava. Archivo del 
Territorio Histórico de Álava. Sign: DH 1405–4. Archivo Fotográfico. Foto Sormen Creativos.	

Felipe V confirma en 1701 los Fueros, Privilegios, Exenciones y Franquicias de Álava. Archivo del 
Territorio Histórico de Álava. Sign: DH 1405–4. Archivo Fotográfico. Foto Sormen Creativos.

Carlos II, el último monarca de la casa de Austria, confirmó los fueros 
alaveses en 1680. Durante su reinado España no es ya ni una sombra 
de lo que fuera en el siglo XVI; el propio monarca es un símbolo de 
esta postración material y moral del reino. No existe ya capacidad 
de resistencia para apuntalar el edificio que se derrumba: Portugal 
recobra su independencia en 1688, el rey Sol arrebata a España jirones 
de su Imperio europeo, mientras los nobles eluden servir en el ejército 
y los cortesanos sólo piensan en las intrigas políticas. En medio de 
este panorama desolador la provincia siguió atendiendo las llamadas 
de la Monarquía. Aunque la presión se rebajó un tanto con respecto 
al reinado anterior, en no menos de diez ocasiones se registraron las 
peticiones regias; y la reina regente Dª Mariana era una interlocutora 
dura que no admitía rebajas, a las que ya se habían acostumbrado los 
alaveses tras el reinado de Felipe IV Al final del reinado se iniciaba, 
sin embargo, lo que sería la recuperación económica y demográfica 
española, especialmente en la periferia. 

Felipe V (1700–1746) fue el primer monarca de la casa de Borbón 
en España. Sin embargo su acceso al trono fue difícil pues hubo de 

enfrentarse a una coalición europea que apoyaba al archiduque Carlos 
de Austria. Felipe V entró en España y el 1 de febrero de 1701 llegó 
a Vitoria, donde recibió las llaves de la ciudad y fue agasajado por las 
autoridades, partiendo el día 3 hacia Madrid. El 13 de julio de 1701 
confirmó los Fueros de la provincia, acto que renovó en 1722. 

Para Álava, el reinado significó un largo período de paz y 
prosperidad. Los donativos que las Juntas Generales votaron para 
el primer Borbón estuvieron sobre todo relacionados con la guerra 
de Sucesión, pero se trató casi siempre de contribuciones en dinero, 
por lo que la demografía de la provincia se mantuvo en alza. En 
1700 se votó agasajar al rey, por la obtención de su nuevo reino, 
a su paso por la ciudad; en 1701 las juntas votaron 2.500 doblones 
de oro por la boda real con Mª Luisa de Saboya; en 1703, otros 
2.500 doblones para hacer frente al peligro de la escuadra inglesa; 
en 1704 hubieron de afrontar los gastos del paso de 17 regimientos 
por la provincia; en 1709, momento difícil en la guerra de Sucesión, 
el monarca pidió 3 regimientos al País Vasco; Álava participo en 
esta ocasión con 500 soldados. En 1710 la provincia entregó 1.000 
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fusiles; en el mismo año alojó la ciudad durante unos meses a la 
reina Mª Luisa de Saboya; la provincia hubo de contribuir además 
con 2.000 fanegas de cebada y 8.000 arrobas de paja. En 1711 se 
votó un servicio de 80.000 reales y en 1712 otro de 1.000 doblones 
de oro para la guerra en Cataluña. Se registra después un intervalo 
de 13 años sin peticiones reales hasta 1724–1726; entonces Álava 
hubo de entregar árboles para construir ocho navíos y de mantener 
a su paso por la provincia seis regimientos de infantería y caballería. 
No hubo más peticiones en el resto del reinado. 

Aparte de estas contribuciones, Álava tuvo la suerte de no verse 
afectada directamente en su suelo por el azote de la guerra. Unicamente 
hubo de sufrir el trasiego de pertrechos militares o el alojamiento de 
tropas. Pero esto, a la vez que una incomodidad, significó una fuente 
de riqueza por las transacciones comerciales a que dio lugar, lo que 
incremento la importancia de la burguesía vitoriana. 
El reinado de Fernando VI (1746–1759) supuso para España un 
período de paz y prosperidad, el más largo de que había gozado 
España desde el siglo XVI. En 1748 se firmó el tratado de Aquisgrán, 

que liquidaba la guerra de la Pragmática en la que España había 
intervenido al lado de Francia y en el que estuvo a punto de recuperar 
Gibraltar. En 1750 se firmó el tratado de límites con Portugal. En 
1753 se firmaba el Concordato con la Santa Sede. Y, cuando en 1756 
estalló la guerra de los Siete Años, Fernando VI, fiel a su política de 
neutralidad, logró mantener a España al margen del conflicto. Este 
período de paz posibilitó la realización de grandes obras públicas, la 
reorganización del ejército y el fomento de la armada, gracias a los 
esfuerzos de Ensenada, al tiempo que se realizaban notables progresos 
en la agricultura, en la industria, en el comercio, así como en el 
aspecto cultural. 

Para la provincia de Álava el reinado supuso un verdadero bálsamo. 
Fernando VI confirmó los fueros en 1748. La única contribución 
importante que solicitó de las Juntas Generales fue en 1747, la de 
240.000 reales, que necesitaba para el pago de tropas participantes 
en la guerra de la Pragmática. Por ello, durante su reinado continuó 
la prosperidad de la provincia, poniéndose entonces las bases de lo 
que serían los logros del reinado siguiente. El reinado de Carlos III 

Fernando VI confirma en 1748 los Fueros, Privilegios, Exencionesy Franquicias de Álava. Archivo 
del Territorio Histórico de Álava. Sign: DH 1405–4. Archivo Fotográfico. Foto Sormen Creativos.	

Armadura ecuestre de finales del s. XVI. Procede de la Casa Ducal de Andria. Museo de Armería de 
Vitoria–Gasteiz. Foto Quintas.
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(1759–1788) supone, sin duda, una de las etapas de mayor progreso y 
prosperidad de la época moderna. Sin embargo, Carlos III abandonó 
la prudente política de neutralidad y, movido por el deseo de desquite 
sobre Inglaterra, se lanzó a una política de intervención en los 
problemas continentales con resultado vario. En el orden interior, el 
reinado puede dividirse en dos etapas: durante la primera gobernaron 
hombres traídos de Italia, como Esquilache y Grimaldi; en la segunda, 
los ministros son ya españoles, destacando entre ellos Aranda, 
Foridablanca y Campomanes, que propiciaron los logros culturales, 
las reformas de todo tipo y los avances económicos. Para la provincia, 
el reinado fue netamente positivo. 

Carlos III confirmó los fueros en 1760. Sus peticiones a las 
Juntas Generales fueron bien atendidas por éstas. En 1762 pidió 
gente para el ejército, por lo que se hicieron levas voluntarias, 
incentivadas por las juntas con la concesión de 1.000 reales por 
voluntario, concediéndose además otros 400 hombres para la 
armada guardacostas. En los años 1770 y 1771 las Juntas Generales 
concedieron un servicio de 110 hombres, y en 1772, de 310. En otro 

apartado de cosas, y como muestra de las nuevas preocupaciones 
por el transporte, la provincia gastó más de 2.000.000 de reales en 
la construcción del nuevo camino de postas y coches que iba desde 
la raya de Castilla a la de Guipúzcoa, en una extensión de más de 
cinco leguas. 

Con Carlos IV (1788–1808) se paralizó la línea de progreso y 
reformas marcada por los monarcas anteriores y España inició una 
decadencia que culmina con la invasión francesa y posterior guerra 
de la Independencia. La causa que determinó el cambio de política 
fue la Revolución Francesa de 1789 y el miedo al contagio de las 
ideas revolucionarias procedentes de Francia. En efecto, el ministro 
Floridablanca, que con Carlos III fuera uno de los más decididos 
propulsores de las medidas de reforma, inició una política represiva. 
En 1792 sustituido por el conde de Aranda, más fue sustituido 
el tolerante con las ideas francesas, pero la detención, proceso y 
muerte de Luis XVI convertiría muy pronto en inevitable la guerra 
con Francia, que sería en gran parte responsabilidad del nuevo 
ministro, Manuel de Godoy. 

Confirmación de los Fueros, Exenciones y Franquicias de Álava por Carlos III en 1760. Archivo del 
Territorio Histórico de Álava. Sign: DH 1405–4. Archivo Fotográfico. Foto: Sormen Creativos.

Busto de Carlos III encargado por la Real Sociedad Bascongada de Amigos del País al escultor Robert 
Michel a finales del s. XVIII. Actualmente en la Diputación Foral de Álava. Foto Quintas.	
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Plan del Camino Real y de Postas desde el límite de Guipúzcoa hasta la de Castilla. Perfiles y diseños 
para la ejecución del este camino y declaraciones de los maestros Manuel de Olóriz, Carlos Bernasco y 
Marcos de Vierna. Archivo del Territorio Histórico de Álava – DH 271–9. Foto Quintas.

Carlos IV había confirmado los fueros alaveses al comienzo de su 
reinado, en 1789, el mismo año del comienzo de la Revolución 
Francesa. Las Juntas Generales prosiguieron su política de buen 
entendimiento y colaboración con la Corona, pero el hecho más 
destacable del esfuerzo de la provincia durante este reinado fue la 
guerra de la Convención, a la que nos referiremos en otro apartado. 

b) El pase foral 
Luis XIV aceptó el testamento de Carlos II, en el que se nombraba 
heredero de España a su nieto Felipe de Anjou, el 10 de noviembre 
de 1700. Este fue proclamado rey de España, con el nombre de Felipe 
V, en Madrid el 24 de noviembre. En Vitoria fue aclamado como tal 
el 9 de diciembre. Poco después Felipe V entraba en España y el 1 de 
febrero llegaba a Vitoria, donde fue agasajado hasta el día 3, fecha en 
que prosiguió su viaje hacia Madrid. Por Real Orden de 6 de agosto de 
1703 el nuevo rey concedía el «Pase foral» a la provincia de Álava.

¿Qué había ocurrido entretanto? ¿Por qué un monarca educado en la 
más pura tradición absolutista —la de su abuelo Luis XIV— concedía 
el pase foral? Entre febrero de 1701 y agosto de 1703 los hechos 
escuetos habían sido los siguientes: entre el 1 y el 3 de febrero de 
1701 el propio rey había sido agasajado por las autoridades en su 
paso hacia Madrid, pero esto era algo normal en las ciudades–etapa 
de su viaje; en 1701, con ocasión de su boda, recibió 2.500 doblones 
de la provincia; en 1703, por el peligro de la escuadra inglesa, 
las Juntas Generales votaron otros 2.500 doblones de ayuda a la 
Corona. Mientras tanto, en 1702 se había generalizado la guerra 
contra el archiduque Carlos. En el plano internacional luchaban 
Inglaterra, Holanda, el Imperio, Portugal y Saboya contra Francia 
y España; y la misma España estaba dividida, pues los reinos de la 
Corona de Aragón —fueristas— apoyaban al archiduque. 

Es posible, por tanto, que Álava, a través de su agente en Madrid, 
aprovechase el momento propicio para presionar sobre el monarca 
que se encontraba en una situación de debilidad, y consiguiese así 
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este privilegio, del que además gozaban ya las provincias hermanas. 
Resultaba evidente que el rey no podía permitirse el lujo de ocasionar 
la defección de nuevos reinos o provincias en su ya dividido estado. 
Pudo pensar, incluso, que la concesión no era demasiado importante o 
que podría contrarrestarla cuando se sentase firmemente en el trono. 

El privilegio del pase foral consistía en el hecho de que ninguna ley, 
orden, decreto, etc., podría publicarse ni ejecutarse en la provincia 
sin que antes consiguiese el «paseforal», en el que constase que no se 
oponía a los «fueros, buenos usos, costumbres y libertades» de Álava. 
En caso de ser contrarios, se adoptaba la fórmula «se acate, pero no se 
cumpla». Se sujetaban también al pase los nombramientos de cónsules 
y vicecónsules, incluso después de la obtención del «exequátur» real. 
No estaban exentas del pase ni las Bulas papales o provisiones de 
obispos, ni las órdenes civiles o militares. 

El pase foral lo concedían las Juntas Generales, si estaban reunidas; 
en su defecto, la junta Particular; y, en defecto de ambas, el Diputado 
General, siempre con el acuerdo del consultor asesor. Durante el 
siglo XVIII, Álava consideró el «pase» como una de sus armas más 
importantes para la defensa del fuero. 

c) Los fueros en el siglo XVIII 
La Monarquía española de los Austrias nunca había constituido un 
reino uniforme en leyes, costumbres, administración y gobierno, 
sino más bien un conglomerado de reinos, provincias y señoríos, con 
leyes, fueros y organización distintas que, en lo esencial, los Austrias 
habían respetado. La dinastía borbónica, heredera del absolutismo y 
del racionalismo francés, vería con extrañeza y desagrado esta situación 
e intentaría uniformar y «racionalizar» la administración de todos 
los reinos, basándose esencialmente en el modelo castellano. De ahí 
la dificultad de explicar la concesión del «paseforal» a la provincia, a 
pesar de tratarse de un momento de debilidad y de una provincia fiel. 

Siguiendo esta línea de tendencia hacia la uniformidad, Felipe V 
abolió muy pronto los fueros de la Corona de Aragón por los llamados 

Confirmación de los Fueros, Exenciones y Franquicias de Álava por Carlos IV en 1789. Archivo del 
Territorio Histórico de Álava – DH 1405–4. Archivo Fotográfico. Foto Sormen Creativos.

«Decretos de Nueva Planta» (1707 a 1716). La fidelidad durante la 
guerra de Sucesión salvó al País Vasco de este ataque frontal, pero 
pronto se producirían ataques parciales. 

Uno de los rasgos más destacados de la «foralidad» vasca radicaba 
en la línea aduanera ubicada en el interior (Orduña, Valmaseda y 
Vitoria), lo que en realidad creaba una zona de libre comercio para las 
transacciones con otros países. Una Orden de 1717 mandó trasladar la 
línea aduanera a la costa, lo que suponía uniformar el régimen comercial 
y aduanero. Las provincias vascas protestaron sin éxito, de momento; 
en 1719 se mantenían las aduanas costeras, pero se mitigaron los 
efectos del traslado ya que quedaron libres de gravamen los productos 
de primera necesidad importados para el consumo interior. Finalmente, 
tras cinco años de protestas, se consiguió la vuelta de las aduanas a su 
emplazamiento inicial por Decreto de Diciembre de 1722. 
Otra muestra de este ataque parcial fue la supresión a las tres provincias 
del «pase foral» en 1766, como consecuencia de la segunda machinada, 
pero, tras catorce años de intervalo, fue restablecido en 1780. 
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En el reinado de Carlos III se intentó una vez más la unificación 
arancelaria. El Gobierno central conocía además el hecho de 
que, basándose en esta libertad de comercio, se exportaban 
fraudulentamente grandes cantidades de plata desde las «provincias 
exentas». Para evitarlo y uniformar el sistema, el gobierno central 
ofreció en 1778 el establecimiento del «libre comercio» con América 
a los puertos de Bilbao y San Sebastián, a cambio del traslado de las 
aduanas al mar, pero la propuesta fue rechazada. Sin embargo, esta vez 
Carlos VI estaba decidido: en 1779 ordenó que los productos vascos 
pagasen el impuesto normal a su paso a Castilla; las Juntas Generales 
comisionaron al Diputado General, Prudencio Mª. de Verástegui, 
para que intentase la solución en la Corte, pero fracasó. 

En 1783 se puso en vigor para la provincia una cláusula de los 
Decretos de Nueva Planta, que preveía que el Diputado General 
fuese asesorado y auxiliado en su trabajo por un alcalde mayor, 
nombrado por el rey. Al mismo tiempo se ordenaba también que 
los productos extranjeros pagasen aduana a su entrada en el País 
Vasco. Ante estos nuevos ataques al fuero, las Juntas Generales 

comisionaron a D. Félix Mª de Samaniego para que protestase de 
estas medidas y tratase de lograr su anulación. Pero los esfuerzos 
de Samaniego resultaron infructuosos. En 1787 se reiteraban las de 
1783 en los aspectos político y aduanero: los productos extranjeros 
pagarían aduana al entrar en el País Vasco; sólo se exceptuaban 
algunos de primera necesidad, como el trigo, por la dificultad de 
importarlo de Castilla. 

Se había iniciado así el camino del ataque a los fueros, camino que será 
recorrido con mayor dureza por los gobiernos liberales del siglo XIX. 

d) La guerra con la Convención 
Carlos IV había mantenido al frente del gobierno a uno de los ministros 
más brillantes del reinado anterior, el conde de Floridablanca, 
de forma que el reinado podía parecer una mera continuación 
del anterior. Pero el comienzo de la Revolución Francesa cambió 
profundamente la actitud del ministro que, de campeón de las 
reformas, pasó a convertirse en el símbolo de la oposición a todo 
lo que el vecino país representaba. Su aspiración entonces fue la de 
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impermeabilizar la frontera y salvar a Luis XVI, secundado en este 
punto ardientemente por el rey. Esta política arreció la oposición 
interior y la actitud de Francia y originó su caída. 

Su sucesor, el conde de Aranda, intentó mejorar las relaciones 
con Francia y salvar al rey con su prestigio, pero el triunfo de la 
Convención le hizo cambiar de política y pronto fue cesado por 
el rey. La política del nuevo ministro, Manuel de Godoy, significó 
el paso de una línea cambiante a la clara oposición a Francia. El 
monarca realizó entonces los mayores esfuerzos para salvar a Luis 
XVI, pero todo fue inútil: el rey francés fue condenado a muerte y 
ejecutado en enero de 1793. 

La guerra con la Convención parecía inevitable; a pesar de todo, 
todavía realizó Godoy algunos esfuerzos para impedirla, pero todo 
resultó en vano. Y fue la Francia revolucionaria la primera en 
declararla. Probablemente nunca una guerra fue acogida con más 
entusiasmo por el pueblo español. Paralelamente se había producido 
otro hecho: numerosos franceses llegaban a España huyendo de los 
excesos de su país y ellos aumentaron entre la población el fervor 
contrarrevolucionario. 

Con las tropas reclutadas se formaron tres cuerpos de ejército: uno en 
Cataluña, otro en Aragón y el tercero en la frontera vasca. El catalán, 
mandado por el general Ricardos, penetró en territorio francés en 1793 
y consiguió algunos éxitos; pero en 1794, tras la muerte de Ricardos, 
los franceses tomaron la iniciativa y penetraron en Cataluña; en 1795 
apenas se luchó, pues ambos bandos pensaban ya en la paz. El ejército 
de Aragón, mandado por el príncipe de Castelfranco, contaba con 
fuerzas muy exiguas, por lo que redujo su actividad a la defensa de la 
frontera frente a unas tropas francesas también escasas. 
En la frontera del País Vasco el general Ventura Caro contaba en 1793 
con unos 18.000 hombres, cifra que aumentó después, pero de ellos 
sólo 8.000 eran soldados del ejército regular; el resto estaba compuesto 
por milicias del País Vasco, especialmente de Navarra y Guipúzcoa. 

La campaña de 1793 resultó favorable a las armas españolas, pero la 
de 1794 tuvo un signo bien distinto. La ofensiva francesa se inició en 
julio, y en agosto ya habían caído en su poder Tolosa, Fuenterrabía, 
Pasajes, Rentería, Hernani y la propia ciudad de San Sebastián, que 
se había entregado sin lucha. Tras el pánico del primer momento, 
se pasó a una reorganización de la resistencia. Todavía en el año 
1794 el hecho de armas más importante fue el fracaso francés ante 
Pamplona. Por lo que se refiere a las provincias de Vizcaya y Álava, 
éstas hubieron de aumentar sus efectivos para evitar la invasión de su 
territorio. La defensa se centró en la línea del Deva, donde durante 
casi un año pudieron contener al ejército francés. En esta defensa se 
distinguieron las tropas de la provincia de Álava mandadas por su 
Diputado General, Prudencio Mª de Verástegui. 

La campaña de 1795 fue menos cruenta, pues se habían emprendido 
ya las negociaciones de paz. En esta campaña los navarros lograron 
impedir que los franceses llegasen a Pamplona, pero en cambio 
lograron romper la línea defensiva del Deva llegando sin dificultad 
a Bilbao y Vitoria, ciudades que les fueron entregadas sin defensa, 
pues habían recibido la orden de capitular sin resistencia ante la 
proximidad de la paz. Aún continuó la invasión hasta Miranda, 
llegando los franceses a pasar el Ebro, pero la llegada de dos ejércitos 
les hizo retroceder. Las tropas francesas habían entrado en Vitoria el 
15 de julio y la paz de Basilea se firmó una semana después, el 22 de 
julio. La guerra había supuesto para Álava en particular y para el País 
Vasco en general un frenazo a su progreso económico, fenómeno que 
se acentuaría en la guerra de la Independencia. 

Detalle de empuñadura–cazoleta de espada española del s. XVII, decoradora con motivos vegetales. 
Museo de Armería de Vitoria–Gasteiz. Foto: Quintas.	






